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Decide la Sala
 el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Bolívar el 21 de octubre de 2010, mediante la cual se denegaron las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1. La demanda 

Fue presentada el 19 de diciembre de 1996
 por quienes se especifican a continuación, mediante apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa contenida en el artículo 86 del C.C.A, para que se declare administrativamente responsable a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, de los daños y perjuicios causados con el atentado terrorista – explosión e incineración de 3 buses de la línea ejecutiva especial, ocurrida el 22 de diciembre de 1994 en la ciudad de Cartagena, en los sitios denominados Muelle de los Pegasos, calle principal del barrio San Simón y Avenida Santander. 

Grupo Familiar 1 - por la muerte de Martha Cecilia Ruiz García: Manuel Ruiz Vélez (padre), Eleuteria García de Ruiz (madre) y Lilia Margatira Ruiz García (hermana menor de edad)
.

Grupo Familiar 2 – por la muerte de Saida Rosa Pineda Molina: Manuel Pineda Galvan (padre), Aida Rosa Molina Suarez (madre), Francisco Manuel Pineda Molina (hermano), Sol María Pineda Molina (hermana), Delia Enit Pineda Molina (hermana) y Miladis del Carmen Pineda Molina (hermana)
.

Grupo Familiar 3 – por la muerte de Pedro Bonfante de Ávila: Pedro Bonfante Barrios (padre), Yaneth de Ávila Villar (madre), Orangel Bonfante Buelvas (hermano), Eva María Bonfante Buelvas (hermana), Fernando Bonfante Buelvas (hermano), Jorge Elias Bonfante Buelvas (hermano), Paola del Carmen Bonfante Buelvas (hermana) y Juan Carlos Bonfante de Ávila (hermano)
. 

Grupo Familiar 4 – por la muerte de Juan Carlos Cuentas García: Miguel Cuentas Magallanes (padre), Gloria Patricia Cuentas García (hermana), Luis Fernando Cuentas García (hermano) y Julio Cesar Cuentas García (hermano)
. 

Grupo Familiar 5 – por la muerte de Sander Herrera Ariza: Jorge Herrera de la Cruz (padre), Rosalba Ariza Díaz (madre), Jorge Herrera Ariza (hermano), Damaris Herrera Ariza (hermana), Nuris Herrera Ariza (hermana), Maira Herrera Ariza (hermana), Wilman Herrera Ariza (hermano), Marlon Herrera Madero (hermano), Jarlan Herrera Madero (hermano) Jackeline Herrera Madero (hermana), Yuranis Herrera Madero (hermana), Mary Luz Cabarcas Herrera (compañera permanente) y Sander Herrera Cabarcas (hijo)
. 

Grupo Familiar 6 – por las quemaduras de Vladimir del Rio Fernández: Vladimir del Rio Fernández (víctima directa), Jaime del Rio Orozco (padre), Edit Fernández Romero (madre), Bernuil del Rio Fernández (hermana), Wilder del Rio Fernández (hermano), Jaime del Rio Fernández (hermano) y Nidia del Rio Fernández (hermana)
. 

2. Pretensiones 

Que como consecuencia de la declaración de responsabilidad administrativa, se condene a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional a pagar: 

- Por concepto de perjuicios morales 1.000 y 500 gramos de oro puro para cada uno de los demandantes. 

- Por concepto de perjuicio fisiológico para Vladimir del Rio Fernández, según se pruebe en el proceso. 

- Por concepto de daños materiales en la modalidad de lucro cesante y daño emergente, en la cuantía que se demuestre dentro de la tramitación del proceso. 

3. Hechos
Como fundamento fáctico de sus pretensiones la parte actora expuso que el día 22 de diciembre de 1994, en horas de la tarde, casi en forma simultánea y en diferentes partes de la ciudad de Cartagena, tres buses de la línea ejecutivo especial fueron objeto de atentados terroristas por parte de una célula urbana del Ejército de Liberación Nacional “ELN”, donde por la explosión del bus de placa TTA–178, resultaron muertos en el sitio denominado Los Pegasos, Martha Cecilia Ruiz García, Zaida Rosa Pineda Molina y Pedro Bonfante de Ávila. Así como resultó lesionado Vladimir del Rio Fernández, por quemaduras de tercer grado en el rostro, orejas, cabeza, los dos brazos, espalda y pierna izquierda, en razón a lo cual se le practicaron 17 intervenciones quirúrgicas. 

Del mismo modo resultaron muertos, Juan Carlos Cuentas García en la calle principal del barrio San Simón, por la explosión del bus de placa UAG–824, y  Sander Herrera Ariza en la Avenida Santander, por la explosión del bus con placa TTA-158.    

Estos hechos son atribuidos por la parte demandante a las autoridades policiales por cuanto tenían información suficiente para determinar que las empresas de transporte de la ciudad serian objeto de atentados terroristas, ya que con anterioridad se habían presentado esta clase de atentados. Sin embargo nunca se tomaron las medidas necesarias para evitar estos hechos.  

4. El trámite procesal

Admitida la demanda
 y noticiada la Nación – Ministerio de Defensa Policía Nacional
, el asunto se fijó en lista y la accionada le dio respuesta
 oponiéndose a las pretensiones formuladas por la parte actora por cuanto consideró que los hechos se dieron por culpa exclusiva de un tercero a la administración (FARC). 

Después de decretar
 y practicar pruebas, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión
, oportunidad que fue aprovechada por la entidad demandada
 y la parte demandante
. 
II. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 

El Tribunal Administrativo del Bolívar, en sentencia del 21 de octubre de 2010 denegó las pretensiones de la demanda
 porque consideró que: 

“(…) no existe prueba en el expediente que determine que los ataques indiscriminados a la población que se desplazaba en los buses de transporte urbano, hubiesen sido anunciados a las autoridades competentes, además que, en los casos como este donde no se demuestre la omisión concreta, clara y abrupta, no se puede contemplar que el Estado es absolutamente responsable de la prevención de cualquier ataque dirigido a la comunidad; de igual forma es del caso afirmar que estos hechos no pueden ser tenidos como previsibles, lo que lleva a concluir que no se pueden tener como ciertas las afirmaciones fundadas en que las autoridades omitieron desarrollar las conductas tendientes a evitar los hechos, por lo tanto a juicio de la Sala, no son imputables al Estado los daños causados por actos violentos cometidos por terceros cuando éstos son dirigidos a la población, con el solo objeto de causar pánico indiscriminado. Por ende la entidad demandada no incurrió en falla del servicio lo que implica la negación a las pretensiones de la demanda.”   
III. EL RECURSO DE APELACIÓN

Contra lo así decidido se alzó la parte demandada, quien mediante escrito de 4 de noviembre de 2010
 solicitó que se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se concedan las pretensiones de la demanda, por cuanto las autoridades sí tenían conocimiento del asecho contra los buses de servicio público de la ciudad, toda vez que los propietarios y transportadores dieron aviso a las autoridades para que los protegieran en atención a la extorsión a la que venían siendo sometidos.  

Asimismo consideró que el Estado debe responder por los daños y perjuicios causados a los demandantes, en aplicación del principio de solidaridad y de los precedentes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que reconoce que Colombia vive un conflicto armado interno que da derecho a exigir una indemnización integral. 

IV. TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA 

Luego de admitido el recurso de apelación
, la Sala corrió traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que emitiera el concepto de rigor
. 

Esta oportunidad procesal fue aprovechada por la parte actora que solicitó confirmar la sentencia de primera instancia y sostuvo que la parte actora no logró demostrar que el daño es el resultado de la actuación u omisión de la administración
. 
El Ministerio Público guardó silencio en este asunto. 

No advirtiéndose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a desatar la alzada previas las siguientes

V.  CONSIDERACIONES

1.  Presupuestos de la responsabilidad extracontractual del Estado 

Con relación a la responsabilidad del Estado, la Carta Política de 1991 produjo su “constitucionalización” al erigirla como garantía de los derechos e intereses de los administrados y de su patrimonio, sin distinguir su condición, situación o interés.

De lo dispuesto en el artículo 90 de la Constitución, cláusula general de la responsabilidad extracontractual del Estado, se desprende que esta tiene como fundamento la determinación de un daño antijurídico causado a un administrado y la imputación del mismo a la administración pública, tanto por su acción como por su omisión, ya sea atendiendo a los criterios de falla en el servicio, daño especial, riesgo excepcional o cualquier otro. 

En síntesis, la responsabilidad extracontractual del Estado se configura con la demostración del daño antijurídico y de su imputación a la administración.

El daño consiste en el menoscabo del interés jurídico tutelado y la antijuridicidad en que él no debe ser soportado por el administrado, ya sea porque es contrario a la Carta Política o a una norma legal, o, porque es “irrazonable,” sin depender “de la licitud o ilicitud de la conducta desplegada por la Administración.”
.
La imputación no es otra cosa que la atribución fáctica y jurídica que del daño antijurídico se hace al Estado, de acuerdo con los criterios que se elaboren para ello, como por ejemplo la falla del servicio, el desequilibrio de las cargas públicas, la concreción de un riesgo excepcional, o cualquiera otro que permita hacer la atribución en el caso concreto, según lo determine el juez con fundamento en el principio iura novit curia
.
Finalmente, debe considerarse que la responsabilidad extracontractual no puede ser concebida simplemente como una herramienta destinada a la reparación, sino que debe contribuir con un efecto preventivo
 que permita la mejora o la optimización en la prestación, realización o ejecución de la actividad administrativa globalmente considerada.

2. La responsabilidad por actividades de grupos armados insurgentes que provocan el incendio de vehículos de servicio público.

El Consejo de Estado ha considerado que en algunos eventos, con fundamento en los regímenes de responsabilidad desarrollados con anterioridad a la vigencia de la Constitución Política de 1991, la administración puede resultar responsable del perjuicio sufrido por los ciudadanos como consecuencia de atentados terroristas perpetrados por terceros, específicamente cuando se trata de los daños antijurídicos causados a personas o bienes que se dedican a la actividad del transporte público.

Así en varias oportunidades, se encontró responsable a la Nación por haber faltado su deber de protección especial en relación con empresas de transporte público, sin que haya sido exigible la solicitud expresa de protección por parte de personas vinculadas a tales empresas, o de sus representantes legales. Se demostró, en tales eventos, que el Estado (por medio de las autoridades competentes) tenía conocimiento de la situación sistemática de peligro, para lo cual, en consideración de la Corporación, debieron actuar de manera oportuna y desarrollando acciones eficaces para evitar que se causara daño a los bienes o personas. Y, dado que las medidas adoptadas no se consideraron suficientes, se declaró la responsabilidad de la entidad demandada
. 

Aunado a lo anterior, con relación a los actos terroristas contra vehículos de servicio público, se ha señalado que solamente en estados especiales de agitación, en los cuales dichos actos son normalmente previsibles, las autoridades tienen la obligación de tomar medidas especiales de protección sobre dichos vehículos; y su omisión, en tales casos, puede constituir falla del servicio que comprometa la responsabilidad de la administración. 

Pero cuando no se presenten dichas circunstancias especiales, no puede imponerse a las autoridades la obligación de escoltar cada vehículo de servicio público, pues ellas carecen de medios y de personal para tal efecto; y menos deducirse falla en el servicio por omisión cada vez que ocurran actos terroristas en tales circunstancias
. En la doctrina administrativista se señala,

“También puede tener su causa la responsabilidad en la inactividad o en una omisión de la Administración, algo que cada vez es más frecuente en razón de la valoración negativa que la legislación reciente hace de la inactividad contraria a Derecho o simplemente negligente o disconforme con los principios de buena administración. Por ello, las sentencias que condenan a las Administraciones públicas por la omisión de deberes propios, como la vigilancia de personas e instalaciones, incluso si media intervención de un tercero o de la propia víctima… en estos casos hay que valorar cuidadosamente si la inactividad administrativa es o no reprochable, pues no puede deducirse responsabilidad de la omisión de actuaciones que no son exigibles de acuerdo con las leyes, con los medios de que la Administración está dotada y con lo que es razonable esperar de ella… En cambio, sí existirá responsabilidad por actitudes pasivas claramente negligentes”

Entonces existen casos de actos terroristas en los que la Sala ha declarado la responsabilidad del Estado con fundamento en el incumplimiento de un deber legal de protección; aunque en otras oportunidades, ha concluido que si los daños causados contra ciudadanos inocentes son el resultado de un ataque terrorista dirigido contra un destacamento militar del gobierno, un centro de comunicaciones al servicio del mismo o un personaje representativo de la cúpula administrativa, éstos no tienen por qué soportar solos el daño causado
.

Del mismo modo, en otros eventos, la Sala ha señalado que, cuando a pesar de la legitimidad y legalidad de la actuación del Estado, resultan sacrificados algunos miembros de la colectividad, tal situación denota un claro desequilibrio en las cargas que no tienen el deber de soportar los administrados
.

Una vez la Sala analizó los presupuestos del régimen de responsabilidad patrimonial del Estado aplicables a los eventos en los que se imputa un daño antijurídico sucedido por el ataque indiscriminado de grupos al margen de la ley, procedera a realizar el juicio de imputación en el caso en concreto de acuerdo con el material probatorio obrante en el expediente. 

3. Deberes normativos de la Policía Nacional frente a situaciones de orden público 

La Sala se pregunta, legalmente qué le era exigible a las autoridades policiales, o con otras palabras, cuál (es) era (n) el (los) deber (es) normativo (s) que tenían éstas frente a una situación de orden público de la que había conocimiento y registro, qué medidas estaban llamadas a adoptar y cómo se desplegó la acción del Estado. 

La base genérica de todo deber normativo de protección de los ciudadanos en cabeza del Estado lo consagra el artículo 2° de la Carta Política, en el que se delimitan los fines esenciales del Estado y, se consagra el mandato expreso dirigido a las autoridades de la República para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

Es, sin duda, la afirmación del Estado Social de Derecho, en el que la garantía de los derechos del individuo adquiere el carácter de deber positivo
 de la Administración Pública. Y es esencial, si se quiere consolidar un modelo de democracia funcional (Frank I Michelman; Marhta Nussbaum), esto es, de aquella en la que se garanticen “los presupuestos materiales para el ejercicio efectivo de las libertades civiles y políticas”
, que haga posible una verdadera democracia.

Con base en lo anterior, se tiene que la fuerza pública como autoridad de la República, se encuentra integrada por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional (Artículo 216 C.P); la primera, tiene como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional, por su parte, la Policía Nacional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 218 de la Constitución, es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz.

De acuerdo con lo anterior, cabe afirmar que la expresión del deber normativo (positivo) en cabeza del Estado y, propiamente, de las entidades demandadas se vino a concretar (en la construcción de un principio de legalidad) en el Decreto 1355 de 1970
 (Código Nacional de Policía, vigente para la época de los hechos), en cuyo artículo 1° se definía la función de la Policía Nacional consistente en la protección de todos los habitantes del territorio colombiano en su libertad y en los derechos derivados de ella, bajo los límites establecidos en la Constitución Nacional, en la ley, en las Convenciones y Tratados Internacionales, en el Reglamento de Policía y en los principios universales del derecho. 

Seguidamente, el artículo 2° determinaba que le compete a este cuerpo civil la conservación del orden público como resultado de la  prevención y la eliminación de las perturbaciones de la seguridad, de la tranquilidad, de la salubridad y la moralidad públicas. 

A su vez, el artículo 32 del mismo decreto establecía que: “Los funcionarios de policía están obligados a dar sin dilación el apoyo de su fuerza por propia iniciativa o porque se les pida directamente de palabra o por voces de auxilio, a toda persona que esté urgida de esa asistencia para proteger su vida, o sus bienes, o la inviolabilidad de su domicilio, o su libertad personal, o su tranquilidad”.

Por último, conforme al artículo 98 de la misma ley, se tiene que la Policía debe proteger la libertad de locomoción y la circulación de vehículos, sin hacer distinción alguna a la clase de automotor.

De acuerdo con lo anterior, el artículo 8º de la Ley 105 de 1993
 contempla la siguiente obligación: 

“(…) Control de tránsito. Corresponde a la Policía de Tránsito velar por el cumplimiento del régimen normativo del tránsito y transporte, por la seguridad de las personas y cosas en las vías públicas.

Las funciones de la Policía de Tránsito serán de carácter preventivo, de asistencia técnica y humana a los usuarios de las vías de carácter sancionatorio para quienes infrinjan las normas. (…)” 

El manual de vigilancia urbana y rural
 imperante para la época de los hechos, indicaba que: 

“(…) el control que la Policía Nacional ejerce en las áreas determinadas como perímetro urbano de las ciudades y poblaciones, el cual se presta en forma ininterrumpida, distribuyéndolo conforme a las necesidades, características, idiosincrasia, actividades de los habitantes y tipo de delincuencia imperante en cada una de ellas (…)”. (Artículo 53)

En ese sentido, la entidad demandada está llamada a desplegar medidas preventivas cuando es aprehensible a su conocimiento la producción de situaciones sistemáticas de perturbación del orden público (informes de Policía Nacional y Ejército Nacional), que puedan representar una amenaza inminente para los derechos y bienes de los ciudadanos, o para la prestación de servicio públicos. 

Lo anterior, se corresponde con el deber normativo que es exigible a la Policía Nacional, especialmente cuando se trata de zonas que la propia fuerza pública tiene identificada como de actividades delincuenciales por parte de grupos armados insurgentes
. 

Lo contrario, podría suponer una renuncia por parte del Estado al cumplimiento de su deber positivo, y a la protección eficaz y eficiente de los derechos y bienes de los ciudadanos, sin que esto implique la necesaria asignación de un agente de la Policía para que preste la salvaguardia de un individuo en todo el momento. 

Cuando se trata de la exigencia de deberes normativos, el juez contencioso administrativo valora la prueba aportada al proceso en consonancia con la realidad del país, con la capacidad del Estado en su respuesta ante los retos que plantea el conflicto armado interno y, con la razonabilidad que cabe aplicar al exigirle la adopción de medidas y acciones de carácter preventivo tendientes a superar, o por lo menos anticipar, la producción recurrente de similares eventos delincuenciales que como los del caso, ya estaban documentados.  
4 El hecho del tercero dentro del conflicto armado interno 

Se destaca que el hecho del tercero debe estar revestido de cualidades como que sea i) imprevisible, ii) irresistible y iii) ajeno a la entidad demandada. Es acertado que algunas decisiones sostengan que no se requiere que el hecho del tercero sea culposo para que proceda como eximente, y por otra parte, se tiene como exigencia que la causa (la actuación del tercero) sea adecuada.  También se indica que corresponde a la entidad demandada probar los elementos constitutivos de este eximente de responsabilidad. 

La problemática que plantea el hecho del tercero radica en su análisis desde la óptica de la causalidad, o bien en el marco de la tendencia moderna de imputación objetiva, o en la construcción de los deberes positivos del Estado
. 

Sin embargo, la tendencia es a reducir la discusión a la determinación de las condiciones para que el hecho del tercero opere, y si cabe exigir que se reúnan las mismas condiciones que para la fuerza mayor. Esto resulta equivocado, ya que sería valorar el hecho del tercero desde la perspectiva propia al debate de la causalidad, de la determinación de si causalmente como eximente tiene la entidad para producir la ruptura de la “superada” relación de causalidad, cuyo lugar en el juicio de imputación que se elabora en la actualidad está en el ámbito fáctico de la imputabilidad del Estado.

Pero, ¿cómo superar el tratamiento causalista del hecho del tercero? En primer lugar, debe decirse que fruto de la constitucionalización de la responsabilidad extracontractual del Estado, la concepción del hecho del tercero como eximente no debe convertirse en elemento que no permita hacer viable el contenido del artículo 90 de la Carta Política, sino que debe advertirse que en la situación en la que se encuentra Colombia, de conflicto armado interno, no puede entronizarse como supuesto eximente el hecho del tercero, ya sea ligado a los presupuestos [equivocados] de la fuerza mayor [imprevisibilidad e irresistibilidad], o a la naturaleza de la actividad, o la relación del sujeto que realiza el hecho dañoso, sino que debe admitirse, o por lo menos plantearse la discusión, de si cabe imputar, fáctica y jurídicamente, al Estado aquellos hechos en los que contribuyendo el hecho del tercero a la producción del daño antijurídico, se logra establecer que aquel no respondió a los deberes normativos, a los deberes positivos de protección, promoción y procura de los derechos de los administrados, y de precaución y prevención de las acciones de aquellos que encontrándose al margen de la ley buscan desestabilizar el orden democrático y, poner en cuestión la legitimidad de las instituciones.

Las anteriores premisas derivan en las siguientes cuestiones,

El Estado no es un asegurador universal, simplemente obedece a unas obligaciones que se desprenden del modelo de Estado Social y Democrático de Derecho que exige ya no sólo la garantía de los derechos y libertades, sino su protección eficaz, efectiva y la procura de una tutela encaminada a cerrar la brecha de las debilidades del Estado, más cuando se encuentra en una situación singular como la de Colombia de conflicto armado interno, que representan en muchas ocasiones violaciones sistemáticas, o la aceptación de las mismas por parte de actores que no haciendo parte del Estado, no dejan de ser ajenos a la problemática de la responsabilidad extracontractual del Estado.

Actores que desvirtúan que el Estado es el único que viola derechos. De acuerdo con la idea del “tercero” en el marco de un conflicto armado interno, no hay duda que no se requiere que haya un acuerdo o una “connivencia” entre el Estado y los terceros que producen violaciones sistemáticas a los derechos humanos. En este sentido, la concepción del hecho del tercero debe superar como hipótesis la necesidad de determinar un vínculo material u orgánico para que pueda atribuirse la responsabilidad, ya que lo sustancial es el rol que juega la administración pública, su “posición de garante de vigilancia”, de la que derivan todos los deberes de actor llamado de evitar, a ofrecer la protección debida a corresponderse con los deberes positivos, y que implica que debe actuar frente a situaciones que amenacen o puedan desencadenar un daño como consecuencia de las acciones de terceros, sino que sea admisible permitir que opere como cláusula de cierre de la eximente que se trate de actos indiscriminados, o que deba contarse con la verificación de la misma amenaza, sino que es el Estado el llamado a ejercer una intervención mucho más profunda ante fenómenos de violencia, o de insurgencia que tiene plenamente definidos.

Si bien, no se trata, de hacer radicar en el Estado una responsabilidad ilimitada frente a cualquier acto o hecho de los particulares (hecho de un tercero), pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo que es achacable directamente al Estado como garante principal.
 

Por lo tanto, se presenta una responsabilidad del Estado en aquellos hechos en los que contribuyendo el hecho del tercero a la producción del daño antijurídico, se logra establecer que aquél no respondió a los deberes normativos, a los deberes positivos de protección, promoción y procura de los derechos de los administrados, y de precaución y prevención de las acciones de aquellos que encontrándose al margen de la ley buscan desestabilizar el orden democrático y, poner en cuestión la legitimidad de las instituciones.

5. Análisis Caso concreto 

Antes de abordar el estudio y valoración de la responsabilidad o no de las entidades demandadas, la Sala observa que la parte actora dentro de su escrito de demandada y en el recurso de apelación, consideró que la responsabilidad del Estado podía imputarse bajo los criterios de la falla en el servicio, aunque también invocó el principio de solidaridad.

Con fundamento en lo anterior, la Sala resalta que en los escenarios en que se discute la responsabilidad patrimonial del Estado, se debe dar aplicación al principio iura novit curia el cual implica que frente a los hechos alegados y probados, corresponde al juez definir la norma o el régimen aplicable al caso, lo que no debe confundirse con la modificación de la causa petendi
.

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, se procederá a analizar las pruebas que obran en el expediente para establecer la existencia de los elementos que configuran la responsabilidad del Estado. 

5.1 Configuración del daño antijurídico alegado frente a cada una de las víctimas

En el sub judice la parte demandante plantea el daño antijurídico con relación a la muerte de Martha Cecilia Ruiz García, Zaida Rosa Pineda Molina, Pedro Bonfante de Ávila, Juan Carlos Cuentas García y  Sander Herrera Ariza; así como frente a las lesiones sicofísicas sufridas por Vladimir del Rio Fernández, quienes el día 22 de diciembre de 1994 se transportaban en los buses de servicio público identificados con las placas TTA–178, UAG–824 y TTA-158 – de la ciudad de Cartagena – Distrito Cultural y Turístico. 

Bajo este escenario la Sala encuentra que los bienes aducidos como lesionados son el derecho a la vida y a la integridad psicofísica de las personas, derechos estos que a las voces de los artículo 11 y 12 de la Constitución Política son inviolables y no admiten ninguna restricción, pues estos derechos deben protegerse en todos los ámbitos de desarrollo del ser humano.  

Asimismo, los derechos a la vida y a la integridad personal – física, psíquica y moral – de las personas se encuentran expresamente consagrados en la Convención Interamericana de Derechos Humanos, y tanto en el derecho interno como en el interamericano se prohíben las torturas y los tratos crueles. 

En el caso concreto se encuentra probada la vulneración de los derechos alegados, y en consecuencia la configuración del daño antijurídico, con el siguiente material probatorio.

1. Certificado donde consta que se halla inscrita la partida de Defunción de Martha Cecilia Ruiz García y que la muerte ocurrió en Cartagena el día 22 de diciembre de 1994 por causa de “falla multi orgánica – calcinación”
.

2. Certificado donde consta que se halla inscrita la partida de Defunción de Saida Rosa Pineda Molina y que la muerte ocurrió en Cartagena el día 22 de diciembre de 1994 por causa de “quemaduras grado IV– calcinación”
.

3. Certificado donde consta que se halla inscrita la partida de Defunción de Pedro Bonfante de Ávila y que la muerte ocurrió en Cartagena el día 22 de diciembre de 1994 por causa de “carbonizacion”
      

4. Certificado donde consta que se halla inscrita la partida de Defunción de Juan Carlos Cuentas García y que la muerte ocurrió en Cartagena el día 22 de diciembre de 1994 por causa de “quemadura grado IV; carbonización”
.

5. Certificado donde consta que se halla inscrita la partida de Defunción de Sander Herrera Ariza y que la muerte ocurrió en Cartagena el día 22 de diciembre de 1994 por causa de “hiperyección endocraneana; trauma cráneo encefálico severo; ant. Caída de un bus en marcha”
. 
6.   De la Historia clínica y la hoja de evolución médica correspondiente a Vladimir del Rio Fernández, atendido en el Hospital Naval de Cartagena consta que el paciente sufrió lesiones por quemaduras de segundo grado en atentado terrorista el 22 de diciembre de 1194 a las 16:00, en cara y mucosa labial, lóbulo de oreja izquierda, dorso, MMSS (sic) y mano y MII (sic) aproximadamente en 30% de la superficie corporal
.

Asimismo obra el examen practicado por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses – Seccional Bolívar, realizado el 11 de junio de 1998
, donde se estableció que el paciente presenta cicatriz con retracción de piel, sobre la región retroauricular derecha de 4 x 2 cms, cicatriz eritematosa sobre pabellón auricular izquierdo y derecha en su reborde, cicatriz de 2 cms ligeramente hipertrófica, pruriginosa en región maxilar derecha. Cicatriz que ocupa un área del 6%, hipertrófica en antebrazo derecho que altera ostensiblemente la estética corporal, similares cicatrices en miembro superior derecho, cicatriz irregulares queloideas en el 80% de la espalda, cicatriz irregulares del 30% en pierna izquierda, cicatriz irregulares en pie izquierdo. (…) el paciente sufre quemaduras de segundo grado en el 30% de la superficie corporal, intervenido quirúrgicamente en varias ocasiones para desbridamiento, durante su estadía, presenta crisis nerviosa severa por lo cual es tratado por psiquiatría y psicología. Mecanismo de lesión quemadura. Incapacidad médico legal definitiva de 90 días con secuelas: 1. Deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente. 2. Perturbación psíquica transitoria, 3. Perturbación funcional del sistema nervioso cerebral (función sensitiva) de carácter permanente.    

5.2 Imputación del daño antijurídico a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional. 

1 Con relación a los hechos el informe de fecha 26 de diciembre de 1994, del Departamento de Policía del Bolívar – Unidad Investigativa de Policía Judicial
, se refirió a ellos como “lamentables hechos terroristas”, de público conocimiento, que tuvieron lugar el 22 de diciembre de 1994 a las 15:30 en la ciudad de Cartagena, donde resultaron incendiados de manera simultánea  tres buses de la línea ejecutiva que cubrían diferentes rutas urbanas en esta localidad. 

Precisó el informe de policía que en el bus de placas UAG 824, en el que viajaba Juan Carlos Cuentas García, al transitar a la altura del barrio Simón Bolívar se produjo una explosión que trajo como resultado la completa incineración del vehículo y el fallecimiento por incineración de dos personas de ambos sexos. 

Sobre el bus de placas TTA–158, donde viajaba Sander Herrera Ariza, informa que fue objeto del mismo atentado y arrojó como resultado la incineración del vehículo y el fallecimiento de dos hombres y una mujer. 

Respecto del bus de placa TTA–178, donde se transportaban Martha Cecilia Ruiz García, Zaida Rosa Pineda Molina, Pedro Bonfante de Ávila y Vladimir del Rio Fernández, sufrió el mismo percance, en el que perdieron la vida 3 personas, una de ellas de sexo femenino en estado de embarazo. 

De otra parte, la Sala resalta que el informe policial atribuye los hechos al Ejército de Liberación Nacional “ELN”, conclusión a la que llega al analizar de manera conjunta diferentes acontecimientos de similares características, suscitados entre el 16 de octubre de 1992 y el 29 de noviembre de 1994.

De este informe la Sala concluye que hubo una serie de acontecimientos que precedieron los hechos que tuvieron lugar el 22 de diciembre de 1994, donde resultaron muertos y lesionados los miembros de los grupos familiares demandantes. 

Al respecto la Sala resalta los siguientes eventos, citados por el informe policial: 

- El 3 de febrero de 1994 fue incinerado un bus ejecutivo en una de las rutas en que sucedieron los hechos que hoy se estudian, al parecer en represalia contra el propietario de la empresa de transportes por no cancelar diez millones de pesos como vacuna. 

- El 4 de julio de 1994, fue incinerado el bus ejecutivo de placas UAF-078, en la misma ruta, causándole quemaduras al ayudante del bus. 

-  El 11 de octubre de 1994, el parqueadero de la ruta de buses ejecutivos fue allanado por encapuchados que portaban armas de fuego de corto y largo alcance, quienes incendiaron con gasolina el bus de placas UAF-896.

- El 29 de noviembre de 1994, mediante una bomba incendiaria fue incinerado el bus de placas UA-6282 en el barrio el Laguito. 

Finalmente el informe en cuestión refiere la existencia de información de actividades del ELN en contra de del servicio de transporte ejecutivo de la ciudad de Cartagena, a cambio de exigencias económicas. 

2 Del mismo modo, según consta en el informe 1652 del 26 de diciembre de 1994 – suscrito por los investigadores judiciales del CTI – Seccional Cartagena
, se encuentra probado dentro del plenario que el bus ejecutivo de placas TTA 178 fue incendiado frente al monumento de los Pegasos, y en él perecieron 3 personas, uno de ellos identificado como Pedro Bonfante de Ávila, quien a la postre fue conocido por su padre Pedro Bonfante Barrios. 

Sin embargo los otros dos cadáveres no fueron identificados, aunque se dijo que uno de ellos aparentemente era femenino y el otro no se determinó con claridad por el estado de incineración. 

3 Con relación al bus ejecutivo con placas TTA-158, se encuentra el informe 1651 de fecha 26 de diciembre de 1994 – suscrito por los investigadores judiciales del CTI – Seccional Cartagena
, donde consta que en este hecho perdió la vida el señor Sander Herrera Ariza, quien se desempeñaba como ayudante del bus y falleció como consecuencia de los golpes recibidos contra el pavimento al lanzarse del bus incendiado en plena marcha. 

Sin embargo, es de resaltar que este informe menciona que según versiones conocidas, estos atentados corresponden a una campaña de intimidación contra el Consejal Manuel Cecilio Montero Castro, perteneciente al partido social conservador propietario de una de las empresas de transportes cuyos vehículos han sido objeto de incineración. 

4 Posteriormente, mediante el informe parcial 0022 del 6 de enero de 1995, el CTI – Seccional Cartagena
, estableció que en los actos terroristas del 22 de diciembre de 1994, fueron quemados tres buses y murieron un total de 10 personas, identificadas en un 90% mediante las placas dentales, entrevistas, declaraciones, tarjetas decadactilares, así: Sander Herrera Ariza, Martha Cecilia Ruiz García, Pedro Bonfante de Ávila, Saida del Carmen Pineda Molina, Esthefania Duran, Ivon Cecilia Duran, Juan Carlos Cuenta García, Carolina LadeuttBravo y Wilmer Simarra Caceres. 

Los dos últimos identificados como personas con vínculos con organizaciones comunistas, a quienes se les encontró anotada la fórmula química para la elaboración de las bombas incendiarias, la cual concuerda exactamente con el tipo de explosivo empleado en la quema de los buses.  

La información establecida en el informe anterior a su vez se fundamenta en el informe de inteligencia de 25 de diciembre de 1994
 y el informe técnico de explosivos de fecha 23 de diciembre de 1994
.

La Sala analiza los hechos antes narrados frente a la responsabilidad de la administración, para lo cual parte de la existencia del deber constitucional de protección de los ciudadanos en cabeza de las autoridades públicas (artículo 2º), en general, y en especial, la obligación de la Policía Nacional de mantener la paz y las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades de las personas (artículo 218).

Del mismo modo, se habló de los deberes normativos de protección de todos los habitantes del territorio colombiano y la conservación del orden público mediante la prevención y la eliminación de las perturbaciones de la seguridad y la tranquilidad, lo cual demanda la asistencia e intervención de la Policía Nacional siempre que se tenga conocimiento de situaciones de peligrosidad, ya sea por solicitud directa de los amenazados o perjudicados o por iniciativa propia de esta autoridad.  

En el caso de autos, es evidente que la entidad demandada tenía conocimiento de la situación sistemática de peligro que aquejaba al servicio de transporte público de la ciudad de Cartagena, pues como se citó, fueron repetitivos y de público conocimiento los ataques de los grupos armados al margen de la ley en contra de los buses a través de los cuales se prestaba dicho servicio. 

Y es precisamente la ocurrencia periódica de estos hechos la que configura una situación sistemática de peligro que, a su vez, conforma una serie de circunstancias especiales que imponen a las autoridades la obligación de intervenir mediante la adopción de medidas y acciones eficaces para evitar la materialización de daños en los bienes o derechos de las personas.   

Nótese que en el sub judice los informes muestran la sucesión de una serie de ataques contra los buses del servicio público de transporte y admiten la presencia de una situación sistemática de peligro, pero ninguno de ellos refiere la adopción de medidas que permitieran evitar o repeler dichos ataques, inactividad esta que contribuye y facilita la reincidencia en la comisión de tales actos por parte de insurgentes.  

Así las cosas, aunque se demostró la ocurrencia de una serie repetitiva de eventos en los que resultó lesionada la ciudadanía, no se probó que la entidad demandada hubiera adoptado las medidas necesarias para repudiar tales hechos.

Por lo tanto, la Policía Nacional incumplió expresos y preceptivos mandatos normativos, desatendiendo sus deberes normativos (constitucionales y legales), bajo la posibilidad de haber podido desplegar medios o acciones que razonablemente eran exigibles, más aún cuando eran de conocimiento de la entidad demandada tales situaciones, lo que denota que la oportunidad y capacidad de respuesta debía haber sido desplegada, y no simplemente afirmar, como se revela en la prueba allegada, la existencia de un registro de actividades delictivas realizadas por grupos armados insurgentes en la zona donde se encuentra el lugar de ocurrencia de los hechos.

 Luego, se reitera, existía el deber positivo de adoptar medidas precautorias o preventivas, que anticiparan la producción de una amenaza inminente no sólo para quienes aquí fueron víctimas,  al usar el servicio de transporte público, sino para todos aquellos que padecían similares circunstancias. 

Al respecto se reitera que para la época de los hechos existían circunstancias que ameritaban que las autoridades hubieran tomado medidas eficaces para la protección de los vehículos de transporte público, así como de los conductores y pasajeros. 

Ahora, si bien no está probada la solicitud de protección previa y especial, esto no es casual que permita exonerar a la administración de su deber de protección y vigilancia, debido a la existencia de circunstancias indicadoras que permitían a las autoridades ejecutar y efectuar el despliegue de operativos tendientes a evitar este tipo de actividades, máxime cuando éstas era previsibles por cuanto se tenían antecedentes de hechos similares, y se presentaban circunstancias notorias de inseguridad y constreñimiento frente a la prestación del servicio público de transporte.

Por lo tanto, no es de recibo el argumento de las entidades demandadas y del a quo al estimar que se presentó el hecho del tercero, por cuanto se desvirtúa las cualidades de este tipo de causal de exoneración, esto es i) su imprevisibilidad, ii) la irresistibilidad y iii) que haya sido ajeno a la entidad demandada. Y esto así, teniendo en cuenta que efectivamente era previsible y podría ser resistible para las autoridades la ocurrencia de actividades terroristas contra los vehículos de servicio público de transporte, de acuerdo con los reportes allegados por ellos mismos, por lo que debió incrementar las medidas de vigilancia, seguridad y control para la prestación del servicio público en forma normal y continua. 

Hechos similares a los que hoy se evalúan fueron objeto de pronunciamiento por esta misma Sala de Subsección, donde fue incendiado por una explosión un bus del servicio público de Piedecuesta (Santander), el 29 de abril de 1996, aproximadamente a las 6:00 de la mañana, lo que conllevó graves quemaduras con secuelas estéticas y funcionales permanentes irreparables, en el conductor del automotor. 

En dicha oportunidad la Sala de conformidad con lo señalado por los mismos policiales evidenció que se presentaron ataques similares al caso objeto de estudio en el Departamento de Santander, tanto en el segundo semestre de 1995 como el primero de 1996, esto es, conforme a lo indicado en los hechos probados, para el año 1996, con anterioridad al caso que se estudió, frente a lo cual afirmó la presencia de 10 atentados terroristas contra vehículos de servicio público de pasajeros y consideró:  

Por lo tanto, la Policía Nacional incumplió expresos y preceptivos mandatos normativos, atendiendo a la existencia de un deber normativo (constitucional y legal), a la posibilidad de haber podido desplegar medios o acciones que razonablemente eran exigibles, más aún cuando era de conocimiento de la entidad demandada tales situaciones, lo que denota que la oportunidad y capacidad de respuesta debía haber sido desplegada, y no simplemente afirmar, como se revela en la prueba allegada, la existencia de un registro de actividades delictivas realizadas por grupos armados insurgentes en la zona donde se encuentra el lugar de ocurrencia de los hechos. Luego, se reitera, existía el deber positivo de adoptar medidas precautorias o preventivas, que anticiparan la producción de una amenaza inminente no sólo para Álvaro Sandoval Ayala al ejercer la actividad de transporte público, sino para todos aquellos que padecían similares circunstancias. 

Debe tenerse en cuenta, también, que fue el Ejército y la Policía Nacional quienes en sus informes dieron a conocer la ocurrencia de actividades grupos armados insurgentes anteriores y en similares circunstancias al presente caso; (…)

Siendo lo anterior así, se tiene que para la época de los hechos existían circunstancias que ameritaban que las autoridades hubieran tomado medidas eficaces para la protección de los vehículos de transporte público, así como de los conductores y pasajeros, en el Departamento de Santander, especialmente en el sitio donde ocurrieron los hechos, y si bien, el afectado no solicitó protección previa especial, no es casual que permita exonerar a la administración de su deber de protección y vigilancia, debido a la existencia de circunstancias indicadoras que permitían a las autoridades ejecutar y efectuar el despliegue de operativos tendientes a evitar este tipo de actividades, máxime cuando éstas era previsibles por cuanto ya tenían antecedentes de estos hechos similares, y se presentaban circunstancias notorias de inseguridad y constreñimiento para no prestar el servicio público de transporte, como efectivamente ocurrió en el sub judice.

(…) 

Por lo tanto, no es de recibo el argumento de las entidades demandadas y del a quo al estimar que se presentó el hecho del tercero, por cuanto se desvirtúa las cualidades de este tipo de causal de exoneración, esto es i) su imprevisibilidad, ii) la irresistibilidad y iii) que haya sido ajeno a la entidad demandada. Y esto así, teniendo en cuenta que efectivamente era previsible y no resistible para las autoridades la ocurrencia de actividades terroristas contra los vehículos de servicio público de transporte, de acuerdo con los reportes allegados por ellos mismos, por lo que debió incrementar las medidas de vigilancia, seguridad y control para la prestación del servicio público en forma normal y continua”
. 

En síntesis, en el caso concreto se imputa la responsabilidad del Estado en la producción del daño antijurídico, contributiva al hecho del tercero, a título de falla en el servicio porque no respondió a los deberes normativos de protección, promoción y procura de los derechos de los administrados, y de precaución y prevención de las acciones de aquellos que encontrándose al margen de la ley buscan desestabilizar el orden democrático y, poner en cuestión la legitimidad de las instituciones.

6 Liquidación de perjuicios

6.1 Perjuicio moral 

Con relación al perjuicio inmaterial, y concretamente en lo que respecta al daño moral, la Sala de Sección Tercera se pronunció mediante sendas sentencias del 28 de agosto de 2014, en las que precisó que este concepto se encuentra compuesto por el dolor, la aflicción y en general los sentimientos de desesperación, congoja, desasosiego, temor, zozobra, etc., que invaden a la víctima directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo. 

Ahora bien frente a la reparación del daño moral en el caso de muerte la Sala diseñó cinco niveles de cercanía afectiva entre la víctima directa y aquellos que acuden a la justicia en calidad de perjudicados o víctimas indirectas y estableció la indemnización que corresponde a cada uno de dichos niveles, así: 
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100 50 35 25 15

REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE MUERTE 

REGLA GENERAL


Asimismo, frente a la reparación del daño moral en caso de lesiones personales se fijó como referente en la liquidación la valoración de la gravedad o levedad de la lesión reportada por la víctima, dividida en seis (6) rangos y con observancia de los mismos 5 niveles de cercanía afectiva, así:  
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S.M.L.M.V. S.M.L.M.V. S.M.L.M.V. S.M.L.M.V. S.M.L.M.V.

Igual o superior al 50% 100 50 35 25 15

Igual o superior al 40% e inferior al 

50% 80 40 28 20 12

Igual o superior al 30% e inferior al 

40% 60 30 21 15 9

Igual o superior al 20% e inferior al 

30% 40 20 14 10 6

Igual o superior al 10% e inferior al 

20% 20 10 7 5 3

Igual o superior al 1% e inferior al 10% 10 5 3,5 2,5 1,5

REPARACION DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES


De manera que debe verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa, para determinará el monto indemnizatorio que le corresponde en salarios mínimos, y para las víctimas indirectas se asigna un porcentaje de acuerdo con el nivel de relación en que éstas se hallen respecto del lesionado, conforme al cuadro que antecede. 

En atención a los parámetros que anteceden, la Sala procede a hacer el reconocimiento del perjuicio moral: 

	GRUPO FAMILIAR 1

Por fallecimiento de Martha Cecilia Ruiz García

	Identificación procesal
	Acreditación documental o testimonial 
	Monto Indemnizatorio

	Manuel Ruiz Vélez (padre), 
	Registro civil de matrimonio, celebrado el día 29 de octubre de 1972, en la ciudad de Cartagena

Certificado del Registro Civil de Nacimiento de Martha Cecilia Ruiz García, donde consta que nació el 7 de mayo de 1975 y es hija de Manuel Ruiz Vélez y Eleuteria García de Ruiz

	100 S.M.L.M.V

	Eleuteria García de Ruiz (madre) 
	
	100 S.M.L.M.V

	Lilia Margatira Ruiz García (hermana menor de edad)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 3 de diciembre de 1978 y es hija de Manuel Ruiz Vélez y Eleuteria García de Ruiz

	50 S.M.L.M.V


	GRUPO FAMILIAR 2

Por fallecimiento de Saida Rosa Pineda Molina

	Identificación procesal
	Acreditación documental o testimonial 
	Monto Indemnizatorio

	Manuel Pineda Galvan (padre)
	Registro civil de matrimonio, celebrado el día 14 de diciembre de 1963, en la ciudad de Galeras - Sucre

Copia del Registro Civil de Nacimiento de Saida Rosa Pineda Molina, donde consta que nació el 13 de marzo de 1971 y es hija de Francisco Manuel Pineda Galvan y Ayda Rosa Molina Suarez
.
	100 S.M.L.M.V

	Aida Rosa Molina Suarez (madre)
	
	100 S.M.L.M.V

	Francisco Manuel Pineda Molina (hermano)
	Copia del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 14 de julio de 1966 y es hijo de Francisco Manuel Pineda Galvan y Aida Rosa Molina Suarez
.
	50 S.M.L.M.V

	Sol María Pineda Molina (hermana)
	Copia del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 19 de octubre de 1972 y es hija de Francisco Manuel Pineda Galvan y Ayda Rosa Molina Suarez
.
	50 S.M.L.M.V

	Delia Enit Pineda Molina (hermana)
	Copia del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 14 de noviembre de 1977 y es hija de Francisco Manuel Pineda Galvan y Aida Rosa Molina Suarez
.
	50 S.M.L.M.V

	Miladys del Carmen Pineda Molina (hermana)
	Copia del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 8 de enero de 1965 y es hija de Francisco Manuel Pineda Galvan y Aida Rosa Molina Suarez
.
	50 S.M.L.M.V


	GRUPO FAMILIAR 3

Por el fallecimiento de Pedro Bonfante de Ávila

	Identificación procesal
	Acreditación documental o testimonial
	Monto Indemnizatorio

	Pedro Bonfante Barrios (padre)
	Copia Registro Civil de Nacimiento de Pedro Bonfante de Ávila, donde consta que nació el 27 de septiembre de 1973 y es hijo de Pedro Bonfante Barrios y Yaneth de Ávila Villar
.
	100 S.M.L.M.V

	Yaneth de Ávila Villar (madre)
	
	100 S.M.L.M.V

	Orangel Bonfante Buelvas (hermano)
	Copia Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 15 de enero de 1977 y es hijo de Pedro Bonfante Barrios y Ana Ramona Buelvas Yepes
.
	50 S.M.L.M.V

	Eva María Bonfante Buelvas (hermana)
	Copia Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 12 de julio de 1980 y es hija de Pedro Bonfante Barrios y Ana Ramona Buelvas Yepes
.
	50 S.M.L.M.V

	Fernando Alberto Bonfante Buelvas (hermano)
	Copia Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 13 de enero de 1975 y es hijo de Pedro Bonfante Barrios y Ana Ramona Buelvas Yepes

	50 S.M.L.M.V

	Jorge Elias Bonfante Buelvas (hermano)
	Copia Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 25 de julio de 1979 y es hijo de Pedro Bonfante Barrios y Ana Ramona Buelvas Yepes

	50 S.M.L.M.V

	Paola del Carmen Bonfante Buelvas (hermana)
	Copia Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 5 de abril de 1984 y es hijo de Pedro Bonfante Barrios y Ana Ramona Buelvas Yepes

	50 S.M.L.M.V

	Juan Carlos Bonfante de Ávila (hermano)
	Copia Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 8 de diciembre de 1976 y es hijo de Pedro Bonfante Barrios y Yaneth de Ávila Villar

	50 S.M.L.M.V


	GRUPO FAMILIAR 4

Por fallecimiento de Juan Carlos Cuentas García

	Identificación procesal
	Acreditación documental o  testimonial
	Monto Indemnizatorio

	Miguel Cuentas Magallanes (padre)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento de Juan Carlos Cuentas García, donde consta que nació el 24 de abril de 1970 y es hijo de Miguel Antonio Cuentas Magallanes y Carmen García Altamar
.
	100 S.M.L.M.V

	Gloria Patricia Cuentas García (hermana)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 25 de marzo de 1967 y es hija de Miguel Antonio Cuentas Magallanes y Carmen García Altamar
.
	50 S.M.L.M.V

	Luis Fernando Cuentas García (hermano)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 7 de noviembre de 1973 y es hijo de Miguel Antonio Cuentas Magallanes y Carmen García Altamar
.
	50 S.M.L.M.V

	Julio Cesar Cuentas García (hermano)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 4 de octubre de 1965 y es hijo de Miguel Antonio Cuentas Magallanes y Carmen García Altamar
.
	50 S.M.L.M.V


	GRUPO FAMILIAR 5

Por fallecimiento de Sander Herrera Ariza

	Identificación procesal
	Acreditación documental o testimonial
	Monto Indemnizatorio

	Jorge Herrera de la Cruz (padre)
	Registro Civil de Nacimiento donde consta que Sander Herrera Ariza nació el 10 de marzo de 1968 y es hijo de Jorge Herrera de la Cruz y Rosalba Ariza Díaz

	100 S.M.L.M.V

	Rosalba Ariza Díaz (madre)
	
	100 S.M.L.M.V

	Jorge Luis Herrera Ariza (hermano)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 18 de septiembre de 1964 y es hijo de Jorge Herrera y Rosalba Ariza
.
	50 S.M.L.M.V

	Damaris Herrera Ariza (hermana)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 14 de octubre de 1961 y es hija de Jorge Herrera de la Cruz y Rosalba Ariza Díaz
.
	50 S.M.L.M.V

	Nury Herrera Ariza (hermana)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 27 de noviembre de 1965 y es hija de Jorge Herrera y Rosalba Ariza
.
	50 S.M.L.M.V

	Maira del Carmen Herrera Ariza (hermana)
	Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació 16 de julio de 1967 y es hija de Jorge Herrera de la Cruz y Gladis Madero Palacios
.
	50 S.M.L.M.V

	Wilman Herrera Ariza (hermano)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 13 de septiembre de 1.97(ilegible) y es hijo de Jorge Herrera de la Cruz  y Rosalba Ariza Diaz
.
	50 S.M.L.M.V

	Marlon Eloy Herrera Madero (hermano)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 6 de julio de 1973 y es hijo de Jorge Herrera y Gladis Madero
.
	50 S.M.L.M.V

	Jarlan Gustavo Herrera Madero (hermano)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació 12 de noviembre de 1975 y es hijo de Jorge Herrera y Gladis Madero
.
	50 S.M.L.M.V

	Jakelin Herrera Madero (hermana)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació 14 de noviembre de 1979 y es hija de Jorge Herrera de la Cruz y Gladis Madero Palacios
.
	50 S.M.L.M.V

	Yuranis del Carmen Herrera Madero (hermana)
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació 27 de junio de 1984 y es hija de Jorge Herrera y Gladis Madero
.
	50 S.M.L.M.V

	Mary Luz Cabarcas Herrera (compañera permanente)


	Declaración extraproceso de fecha 27 de diciembre de 1994, rendida por Dino Ferrari Martínez y Belquis Canoles Gómez
, quien manifestó que Mary Luz Cabarcas Herrera vivió en unión libre e hizo vida marital con Sander Herrera Ariza hasta el día de su fallecimiento, quienes procrearon un hijo llamado Sander Herrera Cabarcas y tanto ella como su hijo, dependían económicamente del él, ya que no reciben renta, ni salario, ni subsidio, ni servicios médicos, ni pensión de ninguna índole, ni del Estado. 
	100 S.M.L.M.V

	Sander Herrera Cabarcas (hijo). 

Edad para la fecha del fallecimiento: 7 años, 2 semanas, 2 días
	Certificado del Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 6 de diciembre de 1987 y es hijo de Sander Herrera Ariza y Mary Luz Cabarcas Herrera
.
	100 S.M.L.M.V


Con relación al reconocimiento del perjuicio moral en el caso de las lesiones padecidas por Vladimir del Rio Fernández, la Sala valora dichas lesiones como graves en atención a que el examen practicado por el Instituto Nacional de Medicina Legal
 estableció que el paciente presenta múltiples cicatrices en rostro, orejas, brazos espalda, piernas y fue intervenido quirúrgicamente en varias ocasiones, además de una crisis nerviosa severa. Todo lo cual conllevó una  incapacidad médico legal definitiva de 90 días con secuelas por: 1. Deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente. 2. Perturbación psíquica transitoria, 3. Perturbación funcional del sistema nervioso cerebral (función sensitiva) de carácter permanente.    

Así las cosas, la Sala establece la gravedad de las lesiones padecidas por Vladimir del Rio Fernández en el 49%, para ubicarlo en el rango de gravedad de la lesión igual o superior al 40% e inferior al 50%, donde corresponde el reconocimiento del monto indemnizatorio en salarios mínimos que se especifica: 
	GRUPO FAMILIAR 6

	Identificación procesal
	Acreditación documental o testimonial
	Monto Indemnizatorio

	Vladimir del Rio Fernández (víctima directa). 
	Historia clínica y dictamen médico legal del Instituto de Medicina Legal. 
	80 SM.L.M.V.

	Jaime del Rio Orozco (padre)
	Certificado del registro civil de matrimonio, celebrado el día 31 de agosto de 1959, en la ciudad de Cartagena – Bolívar

Certificado Del Registro Civil de nacimiento donde consta que Vladimir del Rio Fernández nació el 26 de septiembre de 1974 y es hijo de Jaime del Rio Orozco y Edith del Socorro Fernández Romero.
	80 SM.L.M.V.

	Edit Fernández Romero (madre)
	
	80 S.M.L.M.V.

	Bernuil del Rio Fernández (hermana)
	Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 2 de agosto de 1961 y es hijo de Jaime del Rio Orozco y Edith Fernández Romero
.
	40 S.M.L.M.V.

	Wilder del Rio Fernández (hermano)
	Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 16 de julio de 1965 y es hijo de Jaime del Rio Orozco y Edith Fernández Romero
.
	40 S.M.L.M.V.

	Jaime Alberto del Rio Fernández (hermano)
	Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 30 de julio de 1966 y es hijo de Jaime del Rio Orozco y Edith Fernández Romero
.
	40 S.M.L.M.V.

	Nidia Esther del Rio Fernández (hermana). 
	Registro Civil de Nacimiento donde consta que nació el 9 de julio de 1964 y es hijo de Jaime del Rio Orozco y Edith Fernández Romero
.
	40 S.M.L.M.V.


6.2 Perjuicio a la Salud 

Con relación al perjuicio a la salud también se pronunciaron las sentencias del 28 de agosto de 2014 para precisar que la indemnización por este concepto está sujeta a lo probado en el proceso, única y exclusivamente para la víctima directa, en cuantía que no podrá exceder de 100 S.M.L.M.V, de acuerdo con la gravedad de la lesión, debidamente motivada y razonada, conforme a la siguiente tabla: 

	REPARACION DEL DAÑO A LA SALUD 
REGLA GENERAL

	

	Gravedad de la lesión 
	Víctima directa 

	 
	S.M.L.M.V.

	Igual o superior al 50%
	100

	Igual o superior al 40% e inferior al 50%
	80

	Igual o superior al 30% e inferior al 40%
	60

	Igual o superior al 20% e inferior al 30%
	40

	Igual o superior al 10% e inferior al 20%
	20

	Igual o superior al 1% e inferior al 10%
	10


Al respecto estableció la Sala que el juez debe determinar el porcentaje de la gravedad o levedad de la afectación corporal o psicofísica, debidamente probada dentro del proceso, relativa a los aspectos o componentes funcionales, biológicos y psíquicos del ser humano, para lo cual estimó considerar las consecuencias de la enfermedad o accidente que reflejen alteraciones al nivel del comportamiento y desempeño de la persona dentro de su entorno social y cultural que agraven la condición de la víctima, de acuerdo con las siguientes variables: 

- La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica (temporal o permanente)

- La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra estructura corporal o mental. 

-La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones al nivel de un órgano. 

- La reversibilidad o irreversibilidad de la patología. 

- La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal o rutinaria. 

- Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad normal o rutinaria. 

- Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol determinado. 

- Los factores sociales, culturales u ocupacionales. 

- La edad. 

- El sexo.

- Las que tengan relación con la afectación de bienes placenteros, lúdicos y agradables de la víctima.  

- Las demás que se acrediten dentro del proceso.

No obstante lo anterior, también aceptó la Sala que en casos excepcionales, esto es, cuando existan circunstancias debidamente probadas de una mayor intensidad y gravedad del daño a la salud, podrá otorgarse una indemnización mayor a la señalada en la tabla anterior, sin que en tales casos el monto total de la indemnización por este concepto pueda superar la cuantía equivalente a 400 S.M.L.M.V. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser proporcional a la intensidad del daño, con aplicación de las mismas variables referidas.  En conclusión, la liquidación del daño a la salud se efectuará conforme a la siguiente tabla: 
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REPARACION DEL DAÑO A LA SALUD 


Con relación a los parámetros anteriores, se aclara que ellos son excluyentes y no acumulativos, de manera que la indemnización reconocida no podrá superar el límite de 400 S.M.L.M.V. 

Dados los parámetros que anteceden, y en consideración a que la gravedad de las lesiones padecidas por Vladimir del Rio Fernández se fijó en el 49%, éste se ubica en el rango de gravedad de la lesión igual o superior al 40% e inferior al 50%, donde corresponde el reconocimiento de 80 S.M.L.M.V. como monto indemnizatorio. 
Para establecer la gravedad de las lesiones, y por ende la indemnización, la Sala tuvo en cuenta que la deformidad física que afecta a Vladimir del Rio Fernández es de carácter permanente, que se estableció la existencia de una perturbación psíquica transitoria y la afectación funcional de la función sensitiva, así como la edad (20 años) y el sexo de la víctima.  

6.3 Perjuicios materiales a título de lucro cesante

Entiéndase por lucro cesante, la ganancia o provecho que dejó de reportarse a consecuencia de la concreción del daño antijurídico. Doctrinaria y jurisprudencialmente se ha sostenido que el lucro cesante, puede presentar las variantes de consolidado y futuro, y este ha sido definido como “el reflejo futuro de un acto ilícito sobre el patrimonio de la víctima, que justamente por ser un daño futuro exige mayor cuidado en caracterización o cuantificación”
 

Ahora bien, sobre el lucro cesante futuro, debe aclararse que él no puede construirse sobre conceptos hipotéticos, pretensiones fantasiosas o especulativas  que se fundan en posibilidades inciertas de ganancias ficticias sino que, por el contrario, debe existir una cierta probabilidad objetiva que resulte del decurso normal de las cosas y de las circunstancias especiales del caso en concreto
, de manera que el mecanismo para cuantificar el lucro cesante consiste en un cálculo sobre lo que hubiera ocurrido de no existir el evento dañoso
, de conformidad con las siguientes fórmulas: 

Lucro cesante consolidado: 

S = 
Ra  
(1 + i )n - 1



         i

Lucro Cesante futuro 

S = 
Ra  
(1 + i )n - 1



  i (1+i)n
Donde los factores tienen las siguientes correspondencias: 

S = suma calculada

Ra = renta actualizada

n = número de meses del período

i = tasa de interés constante 0,004867 - que corresponde a la tasa mensual del interés puro o legal para fórmulas compuesta, que se obtiene así: (1+ i )1/12 – 1, donde i es la tasa anual de interés legal (6% o 0,06).
La Sala reconoce la configuración del lucro cesante, en atención a que las víctimas se encontraban en edad laboralmente activa y en los eventos en que esté acreditado el ingreso mensual se procederá a su actualización para tasar el perjuicio sobre la renta actualizada, con aplicación de la fórmula reconocida por la jurisprudencia: 

Ra = 
Rh   
IPC FINAL (enero 2016)

IPC INICIAL (diciembre 1994)

Sin embargo, en los eventos en que la renta actualizada resulte menor al salario mínimo legal vigente para la fecha de esta providencia, equitativamente la Sala acudirá a éste último, establecido en la suma de $689.455.oo. 
Asimismo, en los eventos en que no esté acreditado el ingreso mensual, equitativamente acudirá al salario mínimo legal mensual vigente, que de todos modos será aumentado en un 25% como reconocimiento de las prestaciones sociales, y disminuido en un 25% como reconocimiento de lo que la víctima gastaba en su propia subsistencia, para finalmente  obtener un ingreso base de liquidación o renta actualizada sobre el cual se liquidará el perjuicio. 

6.3.1 Lucro cesante para quienes acuden al proceso en calidad de padres de las víctimas fallecidas. 

Se limita el período de dependencia de los padres hasta los 25 años del hijo, cuando no obra prueba de que la misma se hubiese dado con posterioridad a esta edad, puesto que – salvo prueba en contrario- las reglas de la experiencia indican que ese es el momento hasta el cual los padres reciben ayuda económica de los hijos; se estima que a esa edad éstos últimos se emancipan del seno familiar y conforman su propia familia
. 

Dentro del plenario se observa que las víctimas fallecidas eran menores de 25 años, en atención a lo cual se aplicará la presunción jurisprudencial y se realizará el reconocimiento, de conformidad con el material probatorio obrante: 

1. Martha Cecilia Ruiz García, quien para el momento de la muerte contaba 18 años, 9 meses y 15 días de edad y según consta en la certificación laboral obrante dentro del plenario “se encontraba laborando al momento de su muerte como administradora del taller Auto Mecánica, con una asignación mensual de $300.000.oo”
.

La Sala actualizará la suma devengada por la víctima: 

Ra = 
$300.000.oo  
127,78 

 50.10 

Ra = $765.149.70

Así las cosas, la Sala adoptará la renta actualizada ($765.149.70), adicionada en 25% ($956.437,12), a su vez disminuida en otro 25% ($717.327,83). La indemnización se liquidará sobre $717.327,83, dividido entre los dos padres, $358.663,91 para cada uno de ellos. 

Para obtener el periodo indemnizable se observa que la víctima nació el 7 de mayo de 1975 y, en consecuencia, cumpliría 25 años el día 7 de mayo de 2001, de manera que el perjuicio se liquidará entre el 22 de diciembre de 1994 hasta el 7 de mayo de 2000, es decir, por un total de 64,5 meses. 

	GRUPO FAMILIAR 1

Por fallecimiento de Martha Cecilia Ruiz García

	Identificación procesal
	Liquidación
	Monto Indemnizatorio

	Manuel Ruiz Vélez (padre), 
	S = $358.663,91  (1+0,004867)64,5 -1

                                0,004867
	$27.099.899,93

	Eleuteria García de Ruiz (madre) 
	
	$27.099.899,93


2. Saida Rosa Pineda Molina, quien para el momento de la muerte contaba 23 años, 9 meses y 9 días de edad, según consta en la certificación laboral obrante dentro del plenario laboró hasta el día de su fallecimiento como empleada doméstica con un salario de $98.000.oo
. 

La Sala actualizará la suma devengada por la víctima: 

Ra = 
$98.000.oo  
127,78 

 


 50.10 

Ra = $249.948.90

En este evento se tendrá como base de liquidación el salario mínimo legal vigente, esto es, la suma de $689.455.oo, aumentado en 25% ($861.818,75), menos 25% ($646.364,06). La indemnización se liquidará sobre $646.364,06, dividido entre los dos padres, $323,182,03 para cada uno de ellos. 

Para obtener el periodo indemnizable se observa que la víctima nació el 13 de marzo de 1971 y, en consecuencia, cumpliría 25 años el día 13 de marzo de 1996, de manera que el perjuicio se liquidará entre el 22 de diciembre de 1994 hasta el 13 de marzo de 1996, es decir, por un total de 14,66 meses. 

	GRUPO FAMILIAR 2

Por fallecimiento de Saida Rosa Pineda Molina

	Identificación procesal
	Liquidación
	Monto Indemnizatorio

	Manuel Pineda Galvan (padre)
	S = $323.182,03  (1+0,004867)14,66 -1

                                 0,004867
	$4.898.623,36

	Aida Rosa Molina Suarez (madre)
	
	$4.898.623,36


3. Pedro Bonfante de Ávila, quien para el momento de la muerte contaba 21 años, 2 meses y 25 días de edad, y según consta en la certificación obrante dentro del plenario se encontraba vinculado al Ministerio de Defensa Nacional – Escuela Naval de Suboficiales, con un sueldo básico de $139.300.oo

La Sala actualizará la suma devengada por la víctima: 

Ra = 
$139.300.oo  
127,78 

 


 50.10 

Ra = $355.284,51

En este evento se tendrá como base de liquidación el salario mínimo legal vigente, esto es, la suma de $689.455.oo, aumentado en 25% ($861.818,75), menos 25% ($646.364,06). La indemnización se liquidará sobre $646.364,06, dividido entre los dos padres, $323.182,03 para cada uno de ellos. 

Para obtener el periodo indemnizable se observa que la víctima nació el 27 de septiembre de 1973 y, en consecuencia, cumpliría 25 años el día 27 de septiembre de 1998, de manera que el perjuicio se liquidará entre el 22 de diciembre de 1994 hasta el 27 de septiembre de 1998, es decir, por un total de 45,16 meses. 

	GRUPO FAMILIAR 3

Por el fallecimiento de Pedro Bonfante de Ávila

	Identificación procesal
	Liquidación
	Monto Indemnizatorio

	Pedro Bonfante Barrios (padre)
	S = $323.182,03  (1+0,004867)45,16 -1

                                 0,004867
	$16.279.004,78

	Yaneth de Ávila Villar (madre)
	
	$16.279.004,78


4. Juan Carlos Cuentas García, quien para el momento de la muerte contaba 24 años, 7 meses y 28 días de edad. 
Por cuanto no obra en el plenario prueba del ingreso mensual, se tendrá como base de liquidación el salario mínimo legal vigente, esto es, la suma de $689.455.oo, aumentado en 25% ($861.818,75), menos 25% ($646.364,06). La indemnización se liquidará sobre $646.364,06. 

Para obtener el periodo indemnizable se observa que la víctima nació el 24 de abril de 1970 y, en consecuencia, cumpliría 25 años el día 24 de abril de 1995, de manera que el perjuicio se liquidará entre el 22 de diciembre de 1994 hasta el 24 de abril de 1995, es decir, por un total de 4,06 meses. 

	GRUPO FAMILIAR 4

Por fallecimiento de Juan Carlos Cuentas García

	Identificación procesal
	Liquidación
	Monto Indemnizatorio

	Miguel Cuentas Magallanes (padre)
	S = $646.364,06  (1+0,004867)4,06 -1

                                      0,004867
	$2.643.844,89


6.3.2 Lucro cesante para quienes acuden al proceso en calidad de cónyuge e hijos de Sander Herrera Ariza. 

En cuanto al lucro cesante en cabeza de los menores de edad, de la existencia de la obligación alimentaria se infiere el perjuicio material en la modalidad de lucro cesante
, aunque el derecho a la reparación no se deriva de su condición de heredero sino la de damnificado.  
Cuando existe la obligación alimentaria se infiere que la existencia del perjuicio material, dará derecho al titular del mismo a la indemnización de tal perjuicio por el término de la obligación
, inicialmente reconocido hasta que los hijos alcanzaran la edad de 18 años. 

No obstante, el criterio actual de la Sala, considera que la liquidación del lucro cesante debe realizarse hasta que los hijos cumplan 25 años de edad, como quiera que frente a estos las reglas de la experiencia hacen presumir su manutención hasta dicha edad
 y aunque para la aplicación de este criterio se requirió la demostración de la escolaridad del hijo, este criterio fue modificado y se presumió que la condición de dependencia económica de los hijos respecto de los padres se mantiene hasta la edad de 25 años, con fundamento en los artículos 13 y 45 de la Constitución Política y en consideración además, a las reglas de la experiencia
.

Ahora, únicamente con relación a los hijos menores al momento del fallecimiento de la víctima, se presume su manutención hasta la edad de los 25 años
, porque, en tratándose de hijos  mayores pero con dependencia económica, la Sala ha venido exigiendo plena prueba de tal dependencia. 

La Sala encuentra acreditado que Sander Herrera Ariza era compañero permanente de Mary Luz Cabarcas Herrera, según se acreditó con la declaración extraproceso
 de fecha 27 de diciembre de 1994, rendida por Dino Ferrari Martínez y Belquis Canoles Gómez
, de cuya unión nació un hijo llamado Sander Herrera Cabarcas “y tanto ella como su hijo, dependían económicamente del él, ya que no reciben renta, ni salario, ni subsidio, ni servicios médicos, ni pensión de ninguna índole, ni del Estado”.
Asimismo se encuentra acreditado que Sander Herrera Ariza para el momento de la muerte contaba 26 años, 9 meses y 12 días de edad, y por cuanto no obra en el plenario prueba del ingreso mensual, se tendrá como base de liquidación el salario mínimo legal vigente, esto es, la suma de $689.455.oo, aumentado en 25% ($861.818,75), menos 25% ($646.364,06). La indemnización se liquidará sobre $646.364,06, divididos entre la compañera permanente y el hijo, esto es, $323,182,03 para cada uno de ellos.

Para calcular periodo indemnizable de Sander Herrera Cabarcas, se tiene en cuenta que nació el 6 de diciembre de 1987 y cumpliría 25 años el día 6 de diciembre de 2012, de manera que el perjuicio se liquidará entre el 22 de diciembre de 1994 hasta el 6 de diciembre de 2012, es decir, por un total de 215,46 meses. 

Como periodo indemnizable de Mary Luz Cabarcas Herrera se tiene en cuenta, dos periodos: 

1.- El consolidado, el cual se encuentra comprendido entre la fecha de la muerte de Sander Herrera Ariza - 22 de diciembre de 1994 y la fecha de la presente providencia - 25 de febrero de 2016, para un total de  254,1.  

2.- El lucro cesante futuro, comprendido entre la fecha de esta sentencia y la fecha de vida probable de la víctima, quien para el momento de los hechos contaba con 26 años, 9 meses y 12 días de edad, lo que en aplicación de las tablas de mortalidad expedidas por la Superintendencia Bancaria arroja una probabilidad de vida de 50.08 años, esto es, 696,96, menos el periodo consolidado (254.1), para obtener un periodo indemnizable futuro de 442.86 meses. 

	GRUPO FAMILIAR 5

Por el fallecimiento de Sander Herrera Ariza

	Identificación procesal
	Liquidación
	Monto Indemnizatorio

	Sander Herrera Cabarcas (hijo)
	S = $323.182,03  (1+0,004867)215,46 -1

                                      0,004867
	$122.614.514,38

	Mary Luz Cabarcas Herrera Lucro cesante consolidado 
	S = $323.182,03  (1+0,004867)254,1 -1

                                      0,004867
	$161.619.461,14

	Mary Luz Cabarcas Herrera Lucro cesante futuro 
	S = $323.182,03  (1+0,004867)442,86 -1

                        0,004867 (1+0,004867)442,86
	$58.669.179,32


6.3.3 Lucro cesante para el lesionado Vladimir del Rio Fernández 

Vladimir del Rio Fernández, según consta en certificado obrante en el plenario, para el momento de los hechos se encontraba vinculado al Ministerio de Defensa – Hospital Naval de Cartagena con un sueldo básico de 272.650.oo.”
.

La Sala actualizará la suma devengada por la víctima: 

Ra = 
$272.650,oo  
127,78 

 


50.10 

Ra = $695.393,53

Así las cosas, la Sala adoptará la renta actualizada ($695.393,53), adicionada en 25% ($869.241,91). La indemnización se liquidará sobre $869.241.91. 

Para obtener el periodo indemnizable se observa que la víctima nació el 26 de septiembre de 1974, de manera que para la fecha de los hechos contaba 20 años, 2 meses y 26 días de edad, que en aplicación de las tablas de mortalidad expedidas por la Superintendencia Bancaria arroja una probabilidad de vida de 55.87
 años, esto es, 670,44, que se dividirán en el periodo consolidado establecido entre la fecha de los hechos - 22 de diciembre de 1994) y la fecha de esta providencia - 25 de febrero de 2016, esto es, 254.1 meses. Y un periodo futuro de 416,34 meses. 

	GRUPO FAMILIAR 6

Por las lesiones 

	Identificación procesal
	Liquidación
	Monto Indemnizatorio

	Vladimir del Rio Fernández Lucro cesante consolidado 
	S = $869.241.91  (1+0,004867)254,1 -1

                                      0,004867
	$ 434.697.464,46



	Vladimir del Rio Fernández Lucro cesante futuro 
	S = $869.241.91  (1+0,004867)416,34 -1

                        0,004867 (1+0,004867)442,86
	$136.221,292,19


Sin embargo, en atención a que la gravedad de las lesiones padecidas por Vladimir del Rio Fernández se fijó en el 49%, la Sala reconocerá a título de lucro cesante consolidado y fututo el 49% de los montos indemnizatorios resultantes. 

En consecuencia, corresponde a Vladimir del Rio Fernández por concepto de lucro cesante consolidado la suma de $213.001.757,58; y por concepto de lucro cesante futuro, la suma de $66.748.433,17. 
En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre la de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E

REVOCAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Bolívar el 21 de octubre de 2010,  y en su lugar se dispone:

PRIMERO: DECLARAR responsable a la Nación – Ministerio de Defensa Policía Nacional de los perjuicios sufridos por los demandantes como consecuencia de la muerte de Martha Cecilia Ruiz García, Zaida Rosa Pineda Molina, Pedro Bonfante de Ávila, Juan Carlos Cuentas García y  Sander Herrera Ariza; así como por las lesiones sicofísicas sufridas por Vladimir del Rio Fernández, en hechos ocurridos el día 22 de diciembre de 1994 cuando se transportaban en los buses de servicio público identificados con las placas TTA–178, UAG–824 y TTA-158 – de la ciudad de Cartagena – Distrito Cultural y Turístico. 
SEGUNDO: CONDENAR a la Nación – Ministerio de Defensa Policía Nacional a pagar a título de perjuicios morales, a cada uno de los demandantes las siguientes sumas: 

	GRUPO FAMILIAR 1

Por el fallecimiento de Martha Cecilia Ruiz García

	Identificación procesal
	Monto Indemnizatorio

	Manuel Ruiz Vélez (padre), 
	100 S.M.L.M.V

	Eleuteria García de Ruiz (madre) 
	100 S.M.L.M.V

	Lilia Margatira Ruiz García (hermana menor de edad)
	50 S.M.L.M.V

	GRUPO FAMILIAR 2

Por el fallecimiento de Saida Rosa Pineda Molina

	Manuel Pineda Galvan (padre)
	100 S.M.L.M.V

	Aida Rosa Molina Suarez (madre)
	100 S.M.L.M.V

	Francisco Manuel Pineda Molina (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Sol María Pineda Molina (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Delia Enit Pineda Molina (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Miladys del Carmen Pineda Molina (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	GRUPO FAMILIAR 3
Por el fallecimiento de Pedro Bonfante de Ávila

	Pedro Bonfante Barrios (padre)
	100 S.M.L.M.V

	Yaneth de Ávila Villar (madre)
	100 S.M.L.M.V

	Orangel Bonfante Buelvas (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Eva María Bonfante Buelvas (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Fernando Alberto Bonfante Buelvas (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Jorge Elias Bonfante Buelvas (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Paola del Carmen Bonfante Buelvas (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Juan Carlos Bonfante de Ávila (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	GRUPO FAMILIAR 4
Por el fallecimiento de Juan Carlos Cuentas García

	Miguel Cuentas Magallanes (padre)
	100 S.M.L.M.V

	Gloria Patricia Cuentas García (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Luis Fernando Cuentas García (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Julio Cesar Cuentas García (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	GRUPO FAMILIAR 5
Por el fallecimiento de Sander Herrera Ariza

	Jorge Herrera de la Cruz (padre)
	100 S.M.L.M.V

	Rosalba Ariza Díaz (madre)
	100 S.M.L.M.V

	Jorge Luis Herrera Ariza (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Damaris Herrera Ariza (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Nury Herrera Ariza (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Maira del Carmen Herrera Ariza (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Wilman Herrera Ariza (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Marlon Eloy Herrera Madero (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Jarlan Gustavo Herrera Madero (hermano)
	50 S.M.L.M.V

	Jakelin Herrera Madero (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Yuranis del Carmen Herrera Madero (hermana)
	50 S.M.L.M.V

	Mary Luz Cabarcas Herrera (compañera permanente)
	100 S.M.L.M.V

	Sander Herrera Cabarcas (hijo). 
	100 S.M.L.M.V

	GRUPO FAMILIAR 6

Por las lesiones de Vladimir del Rio Fernández

	Vladimir del Rio Fernández (víctima directa). 
	80 SM.L.M.V.

	Jaime del Rio Orozco (padre)
	80 SM.L.M.V.

	Edit Fernández Romero (madre)
	80 S.M.L.M.V.

	Bernuil del Rio Fernández (hermana)
	40 S.M.L.M.V.

	Wilder del Rio Fernández (hermano)
	40 S.M.L.M.V.

	Jaime Alberto del Rio Fernández (hermano)
	40 S.M.L.M.V.

	Nidia Esther del Rio Fernández (hermana). 
	40 S.M.L.M.V.


TERCERO: CONDENAR a la Nación – Ministerio de Defensa Policía Nacional a pagar a favor de Vladimir del Rio Fernández, por concepto de daño a la salud, la suma equivalente a 80 S.M.L.M.V. 
CUARTO: CONDENAR a la Nación – Ministerio de Defensa Policía Nacional a pagar a título de lucro cesante las siguientes sumas de dinero: 
	GRUPO FAMILIAR 1

Por el fallecimiento de Martha Cecilia Ruiz García

	Identificación procesal
	Monto Indemnizatorio

	Manuel Ruiz Vélez (padre), 
	$27.099.899,93

	Eleuteria García de Ruiz (madre) 
	$27.099.899,93

	GRUPO FAMILIAR 2

Por el fallecimiento de Saida Rosa Pineda Molina

	Manuel Pineda Galvan (padre)
	$4.898.623,36

	Aida Rosa Molina Suarez (madre)
	$4.898.623,36

	GRUPO FAMILIAR 3

Por el fallecimiento de Pedro Bonfante de Ávila

	Pedro Bonfante Barrios (padre)
	$16.279.004,78

	Yaneth de Ávila Villar (madre)
	$16.279.004,78

	GRUPO FAMILIAR 4

Por el fallecimiento de Juan Carlos Cuentas García

	Miguel Cuentas Magallanes (padre)
	$2.643.844,89

	GRUPO FAMILIAR 5

Por el fallecimiento de Sander Herrera Ariza

	Sander Herrera Cabarcas (hijo)
	$122.614.514,38

	Mary Luz Cabarcas Herrera 
	Lucro cesante consolidado
	$161.619.461,14

	
	Lucro cesante futuro
	$58.669.179,32

	GRUPO FAMILIAR 6

Por las lesiones 

	Vladimir del Rio Fernández
	Lucro cesante consolidado
	$213,001.757.58

	
	Lucro cesante futuro
	$66.748.433,17.


QUINTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 
SEXTO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias auténticas con destino a las partes. 

SÉPTIMO: Cúmplase lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del C.C.A.

OCTAVO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE LA HOZ                   GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Magistrado                                                          Magistrado
Aclaró voto                                                         Salvó voto

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Presidente
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Bogotá D.C., veinticinco (25) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 13001-23-31-000-1996-11710-01(42925)

Actor: MANUEL RUIZ VÉLEZ Y OTROS

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
ACLARACIÓN DE VOTO MAGISTRADA OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ
Con la debida consideración y respeto por las decisiones de la Sala, procedo a aclarar el voto con relación al contenido de la sentencia de la referencia. En efecto, si bien comparto la parte resolutiva de la misma, no estoy de acuerdo con el alcance que se da al principio de precaución en el ámbito del derecho de la responsabilidad, ni con las características que se le asignan a la causal denominada hecho de un tercero. 

1. El principio de precaución

Al respecto, valga la pena aclarar que si bien en el ámbito del Derecho de la Responsabilidad la regla general es que la obligación de reparar surge una vez el daño ha sido ocasionado, no hay duda que gracias al desarrollo progresivo del Derecho Europeo Comunitario, cabe la posibilidad de endilgar responsabilidad ex ante en aplicación del principio de precaución –cuya génesis radica en la protección del medio ambiente y la salud pública aunque no se limita a éstos-, cuando ante la sospecha
 del riesgo
 de ocurrencia de un daño previsible
, no se actúa con la prudencia necesaria que conlleve a la adopción de las medidas oportunas, conducentes y proporcionadas
 para evitar su concreción.

Ahora, como la omisión de cumplir con la obligación de adoptar dichas medidas tendientes a minimizar las consecuencias de un daño que aún no se materializa –y que pude no materializarse-, implicaría, en últimas, responsabilizar ya no por el daño sino por el simple riesgo, “considerar la influencia que para la imputación de la responsabilidad pueda tener el principio de precaución”
 no puede reducirse a la simple utilización de una plantilla predefinida que alimenta el obiter dictum de una providencia, pues debería ser el resultado de un análisis concienzudo sobre las consecuencias del riesgo que en el caso concreto se quieren evitar, y de las circunstancias especialísimas que ameritarían la aplicación de dicho principio tendiente siempre a evitar daños que amenacen bienes jurídicos esenciales. 

2. De la imprevisibilidad e irresistibilidad en el hecho de un tercero

En las consideraciones de la providencia se afirmó sobre el hecho de un tercero:  

“Se destaca que el hecho del tercero debe estar revestido de cualidades como que sea i) imprevisible, ii) irresistible y iii) ajeno a la entidad demandada. Es acertado que algunas decisiones sostengan que no se requiere que el hecho del tercero sea culposo para que proceda como eximente, y por otra parte, se tiene como exigencia que la causa (la actuación del tercero) sea adecuada. También se indica que corresponde a la entidad demandada probar los elementos constitutivos de este eximente de responsabilidad. 

Acerca de este punto, considero que la imprevisibilidad y la irresistibilidad son elementos propios de la fuerza mayor, mas no de las otras dos eximentes de responsabilidad, a saber, el hecho exclusivo de la víctima y el hecho de un tercero.

Requerir que se demostró que el hecho de un tercero fue imprevisible e irresistible para quien lo alega, equivale a exigirle la prueba de la fuerza mayor, lo que distorsiona los diferentes eventos de la causa extraña y subsume la figura en una sola hipótesis.

Al respecto, la doctrina foránea ha sido clara en señalar que no es pausible exigirle a quien lo alega demostrar que estaba imposibilitado para prever y resistir el hecho, por el contrario afirma que basta que el hecho no sea imputable al demandado:

“(…) La cuestión consiste en determinar si el hecho del tercero debe revestir los caracteres de la fuerza mayor, cuestión que presenta un interés de primer plano en el caso de la responsabilidad del demandado sea presunta, y que es muy discutido en esta esfera. En otras situaciones, apenas si experimenta dificultades: no se descubre por qué se exigiría del demandado, cuando nada lo designa para que soporte el peso de la responsabilidad, que se hubiera encontrado en la imposibilidad de prever el hecho del tercero y de resistir al mismo; desde el momento en que ese hecho sea la causa del daño, la víctima no hace la prueba que se le exige: no demuestra una relación de causalidad entre el perjuicio y una culpa del demandado”

Así las cosas, para que se configure el hecho de un tercero, no es necesario exigir que éste sea imprevisible e irresistible, basta con demostrar que la actuación del tercero fue decisiva, determinante y exclusivo en la producción del daño.
En estos términos dejo presentada mi aclaración voto al fallo proferido por la Sala.

Con toda consideración y respeto, 

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Bogotá D.C., veinticinco (25) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 13001-23-31-000-1996-11710-01(42925)

Actor: MANUEL RUIZ VÉLEZ Y OTROS

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
SALVAMENTO DE VOTO MAGISTRADO GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE
Temas: Ataque dirigido en contra de un particular-Falta de pruebas sobre el incumplimiento del deber de seguridad y protección. Falla del servicio por incumplimiento de los deberes de seguridad y protección-Riesgos de la tendencia “expansiva” de la responsabilidad.
Me aparto de la decisión que se adoptó en la providencia del 25 de febrero de 2016, que condenó a la Nación-Ministerio de Defensa Ejército Nacional.

La mayoría consideró imputable el daño a la entidad demandada con fundamento en que fueron repetidos los ataques a buses en Cartagena durante 1994 y en el deber constitucional de salvaguardar el orden público, la seguridad y la tranquilidad de la ciudadanía.

La jurisprudencia de la Sala
 tiene determinado que el daño antijurídico sufrido por el incumplimiento del deber de seguridad es imputable a título de falla del servicio, en aquellos eventos en los cuales las autoridades públicas no atendieron la solicitud de protección o cuando las condiciones especiales de la víctima permitían inferir razonadamente la vulneración de sus derechos.

En este caso, las pruebas indican que se trató de la acción de un grupo subversivo y no acreditó que existieran amenazas o se hubiera incumplido el deber de seguridad, con ocasión de una solicitud de protección, ni que se tratara de la misma empresa afectada con las acciones previas de los insurgentes.

Hay que mirar con cuidado la tendencia a exigir de manera “expansiva” la responsabilidad del Estado con fundamento en los deberes de seguridad y protección, pues la misma tiene soporte más en criterios de solidaridad, propios del ámbito de políticas públicas ajenos al juzgador, que en categorías del derecho de daños que es el entorno de la justicia administrativa, la cual, de tiempo atrás, analizó estos casos bajo el criterio de falla relativa del servicio. Ello no sólo puede contravenir el preciso alcance del artículo 90 de la C.N; sino también podría reñir con los criterios de sostenibilidad fiscal también de rango fundamental (A.L. 03 de 2011). 

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE
�En aplicación a la prelación de fallo establecida en el artículo 16 de la Ley 1285 de 2009. 


� Fls.15-20 C. Ppal.  


� Poder debidamente otorgado. Fl. 43-44 C. Ppal. 


� Poder debidamente otorgado. Fl. 61-62 C. Ppal. 


� Poder debidamente otorgado. Fl. 50-51 C. Ppal. 


� Poder debidamente otorgado. Fl. 98-104bis C. Ppal. 


� Poder debidamente otorgado. Fl. 81-84 C. Ppal.


� Poder debidamente otorgado. Fl. 71-73 C. Ppal.


� Fls.22 C. Ppal.


� Fls.24 C. Ppal. 


� Fls.49-56 C. Ppal.


� Fls.57-59 C. Ppal.


� Fls.71 C. Ppal. 


� Fls.72-82 C. Ppal 


� Fls.83-89 C. Ppal.  


� Fls.341-360 C.16 


� Fls.115-121 C.16 


� Fl. 375 C. 16.


� Fl. 380 C. 16


� Fl. 151-157 C.3


�  Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. 


� Ahora bien, la Sala advierte que “en aplicación del principio del iura novit curia se analiza el caso adecuando los supuestos fácticos al título de imputación que se ajuste debidamente, sin que esto implique una suerte de modificación o alteración de la causa petendi, ni que responda a la formulación de una hipótesis que se aleje de la realidad material del caso, ni que se establezca un curso causal hipotético arbitrario. De manera que es posible analizar la responsabilidad patrimonial del Estado bajo un título de imputación diferente a aquel invocado en la demanda, en aplicación al principio iura novit curia, que implica que frente a los hechos alegados y probados por la parte demandante, corresponde al juez definir la norma o el régimen aplicable al caso, potestad del juez que no debe confundirse con la modificación de la causa petendi, esto es, de los hechos que se enuncian en la demanda como fundamento de la pretensión”.
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